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HECHOS:
El doctor Mario Fernando Ganora dedujo acción de hábeas corpus a su favor y de la doctora Rosalía Liliana Magrini, con  sustento en que personas desconocidas habrían realizado averiguaciones acerca de las actividades de aquellos, los que, es necesario aclarar, han sido patrocinantes del Sr. Adolfo Scilingo en diversas causas. Alegan que en relación a esto y ante la posibilidad cierta de que se estuvieran realizando investigaciones o actividad de inteligencia respecto de sus personas que entrañan una verdadera perturbación de la intimidad, tranquilidad y seguridad, reclaman saber de que autoridad y con que propósito las ha ordenado, a los efectos de prevenir e impedir que sin orden de autoridad judicial competente pudiera verse amenazada su libertad ambulatoria o el derecho a no ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en el ámbito de sus vidas privadas y en la de sus respectivas familias.

En la misma presentación, el doctor Ganora interpuso acción de hábeas data a los efectos de tomar conocimiento de los datos que existen sobre ellos en los registros policiales o de las fuerzas de seguridad y organismos de inteligencia para que en caso de falsedad o discriminación se exija judicialmente la supresión, rectificación o actualización de los mismos.
El magistrado de primera instancia no hizo lugar a la acción de hábeas corpus sobre la base de que no existiría una amenaza o limitación actual a la libertad ambulatoria, y rechaza el hábeas data debido a que la información que se pide debe ser pública o al alcance de los particulares. La obrante en las fuerzas y organismos de seguridad no reviste tal carácter por obvias razones de seguridad pública.
Al elevarse la resolución en consulta, la cámara la revocó al solo efecto de que el magistrado requiera informes a los organismos respectivos a fin de establecer si el accionante es requerido por alguna autoridad. El juez de instrucción rechaza nuevamente la acción de hábeas corpus y hábeas data por similares argumentos a los expresados con anterioridad y remite de oficio la causa en consulta a la cámara de apelaciones y ésta confirmó la decisión que rechazaba la acción de hábeas corpus y señaló la improcedencia del recurso de hábeas data.
En el remedio federal deducido por los doctores Ganora y Magrini, se cuestiona el rechazo del hábeas data, con sustento en una errónea interpretación del texto constitucional.
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
VOTO MAYORITARIO:
 
Resulta admisible el recurso extraordinario deducido por los doctores Ganora y Magrini, toda vez que la decisión adoptada por el a quo en mérito de lo dispuesto por el art. 43 párrafo 3°, de la Constitución Nacional, ha sido en contra del derecho que en dicha cláusula han fundado los recurrentes. La cuestión consiste en decidir si la obtención de información sobre datos personales obrantes en los registros de las fuerzas armadas y organismos de seguridad  se halla amparada por la norma constitucional que regula el hábeas data; y, en caso afirmativo, si se encuentra sujeta a limitaciones de alguna índole.
Al decidir en la causa “Urteaga, Facundo Raúl c/Estado Nacional- Estado Mayor Conjunto de las FF.AA.- s/amparo”, este Tribunal recordó que la falta de reglamentación legislativa no obsta a la vigencia de ciertos derechos que, por su índole, pueden ser invocados, ejercidos y amparados sin el complemento de disposición legislativa alguna, en especial referencia a la acción de hábeas data señaló que la ausencia de normas regulatorias de los aspectos instrumentales no constituye obstáculo para su ejercicio. Esta Corte señaló que la acción de hábeas data ha sido reconocida no sólo en las legislaciones de diversos países, sino también por los organismos internacionales que en los diferentes ámbitos de su actuación han elaborado pautas que contribuyen a integrar la perspectiva con la que ha de ser evaluada la modalidad de su ejercicio por este Tribunal, que en términos generales, coinciden con las directrices formuladas por la Organización de las Naciones Unidas, la Organización de los Estados Americanos, el Consejo de Europa y la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos.
Es necesario establecer que en el ámbito internacional, diversas constituciones han establecido limitaciones al acceso de datos, basadas fundamentalmente en razones de seguridad de los respectivos estados. Así, la Constitución de Brasil de 1988 dispone que todos tienen derecho a recibir de los órganos públicos informaciones de su interés particular, o de interés colectivo o general, que serán facilitados en el plazo señalado por la ley, bajo pena de responsabilidad, salvo aquellas cuyo secreto sea imprescindible para la seguridad de la sociedad y del Estado.
En relación a las limitaciones elaboradas por la jurisprudencia internacional, la doctrina de la Corte Europea de Derechos Humanos en el caso “Leander”. En éste se juzgo la negativa del departamento de seguridad de la policía nacional sueca al acceso de datos personales debido a que se encontraban en un fichero de carácter secreto y de importancia decisiva para la seguridad nacional, el tribunal sostuvo que no existió una violación del derecho a la intimidad pues “teniendo en cuenta el amplio margen de apreciación del que gozaba, el Estado demandado tenía derecho a considerar que en este caso los intereses de la seguridad nacional prevalecían sobre los intereses personales de los solicitantes”.
Las pautas establecidas por esta Corte en el caso “Urteaga”, contribuyen a integrar el marco dentro del cual ha de ser evaluada la modalidad con que los recurrentes pretenden ejercitar su derecho constitucional. Desde esa perspectiva, ha de concluirse que, en principio, la obtención de información sobre datos personales obrantes en los organismos y fuerzas de seguridad halla adecuación legal en la acción de hábeas data; ello sin perjuicio de que el suministro de esa información pueda, eventualmente, afectar la seguridad, la defensa nacional, las relaciones exteriores o una investigación criminal, cuestión que en cada caso deberá ser invocada por el titular de la respectiva institución.
La decisión del a quo de rechazar la acción deducida por considerar que los particulares no pueden tener acceso a la información obrante en las fuerzas armadas y organismos de seguridad del Estado “por obvias razones de seguridad pública”, constituye una afirmación dogmática carente de razonabilidad, pues al no haberse librado los oficios requeridos, no existe la respuesta pertinente del titular de la institución que haga saber si obra la información requerida y si existen razones que, en definitiva, pudieran impedir al legitimado acceder a ella.
Por ello, se declara mal concedido el recurso interpuesto por el Colegio Público de Abogados y admisible el recurso extraordinario interpuesto por los doctores Ganora y Magrini, revocándose la sentencia apelada con los alcances expuestos anteriormente. Hágase saber y devuélvase, a fin de que se dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a derecho.
 
 
 
Por su voto: Carlos Fayt, Enrique S. Petracchi, Antonio Boggiano, Adolfo Roberto Vazquez, Gustavo Bossert
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 CONCLUSION:
 
En principio podemos establecer, de acuerdo al fallo precedente, que la Corte  Suprema de Justicia de la Nación, abre con ésta decisión, un abanico enorme de posibilidades en relación a la procedencia de la acción de hábeas data, estableciendo ciertos límites a los que deben atenerse  los interesados al acceso de la información personal contenida en los registros de los organismos de seguridad y de inteligencia del Estado.
Podemos agregar a su vez que, la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el mencionado caso, no hace mas que sumarse tanto a lo establecido por las distintas legislaciones internacionales, como a la jurisprudencia de los distintos órganos de derecho internacional como la mencionada Corte Europea de Derechos Humanos.
Es, sin dudas, la adecuación del instituto del hábeas data, a las distintas corrientes internacionales, que en todos los casos establecen como uno de los límites al ejercicio de la mencionada acción , las razones de seguridad nacional, las relaciones exteriores y el entorpecimiento de procesos en ejecución, etc.
Personalmente coincido con lo establecido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en franca oposición a lo resuelto por el juez de primera instancia, quien, a mi modesto entender ha interpretado en forma errónea y muy restringida lo establecido por nuestra Constitución Nacional en su artículo 43 inciso 3°. Siempre teniendo en cuenta el hecho de que se encuentra en juego uno de los derechos mas importantes para el individuo como lo es el derecho a la intimidad, que se ha visto avasallado en la actualidad, por los avances tecnológicos que estamos experimentando.
